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El presente informe tiene como objetivo analizar los problemas jurídicos 
principales identificados en el expediente n.° 193-2019/CC3 bajo el cual se 
tramitó un procedimiento administrativo sancionador en contra de Mifarma 
S.A.C. producto de una fiscalización llevada a cabo bajo la modalidad de 
consumidor incógnito en los establecimientos comerciales de la administrada. 
En la fase instructora del procedimiento, a cargo de la Secretaría Técnica, se 
emitieron dos Informes Finales de instrucción, siendo el segundo Informe final 
de instrucción emitido por una ampliación de cargos por parte de la Secretaría 
Técnica. En base a ello, en primera instancia, la Comisión resuelve sancionar a 
Mifarma por las siguientes conductas:  

i) haber brindado información no veraz al indicar que no contaba con el 
medicamento Naproxeno genérico de 550mg pese a tener dicho 
producto en almacén; ii) no haber puesto a disposición de los 
consumidores la lista de precios y iii) haber cometido prácticas abusivas 
al no permitir la venta de medicamentos genéricos por unidad.  

Ante la apelación de la administrada, en segunda instancia, la Sala revoca la 
resolución de la Comisión en el extremo de sancionar a Mifarma por no poner a 
disposición de los consumidores la lista de precios al configurarse una causal 
eximente de responsabilidad y, a su vez, confirma la resolución de la Comisión 
en los extremos que halló responsable a Mifarma por brindar información no 
veraz y cometer prácticas abusivas, sancionando ambas conductas con una 
amonestación y ordenando medidas correctivas complementarias.  
 
De este modo, se han identificado cuatro (4) problemas jurídicos principales en 
el procedimiento: 1) ¿La fiscalización realizada a Mifarma bajo la modalidad de 
consumidor incógnito fue válida en los términos del TUO de la LPAG?; 2) ¿Las 
resoluciones de la Comisión y Sala vulneraron el principio de legalidad?; 3) 
¿Las resoluciones de la Comisión y Sala vulneraron el principio de tipicidad?; y 
4) ¿Las resoluciones de la Comisión y Sala vulneraron el principio del debido 
procedimiento? 
 
Finalmente, el informe concluye plasmando el resultado del análisis realizado 
sobre los problemas jurídicos contenidos en el presente procedimiento.   
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1. RELACIÓN DE LOS PRINCIPALES HECHOS EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO 

 

1.1. FISCALIZACIÓN REALIZADA POR LA GERENCIA DE SUPERVISIÓN 

Y FISCALIZACIÓN BAJO LA MODALIDAD DE CONSUMIDOR 

INCÓGNITO 

 

1.1.1. El 2 de julio de 2019, mediante correo electrónico, la Secretaría 

Técnica de la Comisión de Protección al Consumidor n.° 3 (en 

adelante, “La Secretaría Técnica”) encargó a la Gerencia de 

Supervisión y Fiscalización (en adelante, “GSF”) realizar la supervisión 

orientativa y/o de cumplimiento normativo de la Ley n.° 29571, Código 

de Protección y Defensa del Consumidor (en adelante, el “Código”) a 

los proveedores de productos farmacéuticos y/o medicamentos.  

 

1.1.2. El 3 de julio de 2019, mediante Informe n.° 351-2019/GSF, la GSF 

determinó que se fiscalizarían a las empresas del Grupo In Retail 

Pharma, encontrándose entre estas Mifarma S.A.C. (en adelante, 

“Mifarma” o “la administrada”), respecto de la cual se recomendó la 

fiscalización de diecisiete (17) de sus establecimientos comerciales a 

nivel nacional.  

 

1.1.3. El 4 de julio de 2019, se llevó a cabo la fiscalización en los 

establecimientos comerciales de Mifarma bajo la modalidad de 

consumidor incógnito en torno a la venta de tres (3) medicamentos 

genéricos específicos: Amoxicilina de 500mg, Losartán de 50mg y 

Naproxeno de 550 mg, evaluando los siguientes aspectos:  

 

 Deber de información e idoneidad: en base a cuatro (4) 
escenarios: (i) no contaba con el medicamento genérico y 
tampoco otra opción de este; (ii) sí contaba con el 
medicamento genérico; (iii) no contaba con el medicamento 
genérico y en su lugar se ofreció un medicamento de marca 
con el mismo principio activo y (iv) sí contaba con el 
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medicamento genérico, pero también se ofreció un 
medicamento de marca con el mismo principio activo. 
Considerando además si el medicamento ofertado y aceptado 
fue el mismo medicamento cobrado, así como el mismo 
medicamento entregado y si el precio informado fue el precio 
cobrado. 

 
 Lista de precios: ¿el establecimiento cuenta con una lista de 

precios?, ¿esta se pone a disposición de los consumidores?, 
¿el establecimiento cuenta con un sistema de registro y control 
de la venta de sus productos, ¿el establecimiento cuenta con 
un área de almacén? Y dentro del almacén, ¿el establecimiento 
cuenta con unidades del medicamento genérico?, ¿cuenta con 
alternativas de medicamentos de marca con el mismo principio 
activo que no haya mencionado en la etapa de consumidor 
incógnito? 

 
 Libro de reclamaciones: ¿el establecimiento cuenta con libro 

de reclamaciones físico o virtual?, ¿en caso ser virtual, se 
brindan mecanismos de apoyo para que el consumidor pueda 
registrar su queja o reclamo?, ¿cuenta con aviso del libro de 
reclamaciones?, ¿este aviso se encuentra en un lugar visible y 
accesible al público? 

 

1.1.4. Así, el 30 de setiembre de 2019, mediante Informe n.° 637-2019/GSF 

(en adelante, “el informe final de la GSF”), la GSF llevó a cabo el 

análisis de las conductas verificadas en cada uno de los diecisiete (17) 

establecimientos de Mifarma de acuerdo con lo plasmado en las actas 

de fiscalización. De ello, concluyó recomendando el inicio de un 

procedimiento administrativo sancionador contra Mifarma al existir 

indicios de incumplimiento de la normativa del Código en base a lo 

siguiente:  

 

No habría informado previamente sobre la existencia de otras variantes 
de los medicamentos adquiridos y no brindó información sobre el precio 
de los productos, lo cual incumple con el literal b) del numeral 1 del 
artículo 1 y 2 del Código. 
No permitió la venta de los medicamentos genéricos por unidad, lo cual 
incumple con el literal c) del numeral 1 del artículo 1 del Código. 
No ofertó los medicamentos genéricos de menor precio y, en la medida 
que ello hubiera sido beneficioso para el consumidor afectó sus 
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intereses económicos al adquirir un producto de mayor precio, lo cual 
incumple con el literal c) del numeral 1 del artículo 1 del Código. 
No cumplió con poner a disposición de los consumidores la lista de 
precios de los productos farmacéuticos que comercializa, lo cual 
incumple con el numeral 2 del artículo 5 del Código. 

 

1.1.5. Cabe resaltar que, respecto de las conductas fiscalizadas en torno al 

deber de idoneidad y libro de reclamaciones, la GSF dispuso el archivo 

de la supervisión al no existir indicios de incumplimiento. 

 

1.1.6. Posteriormente, mediante Resolución n.° 1 del 8 de julio de 2020, luego 

de la revisión del expediente de fiscalización y el Informe final de la 

GSF, la Secretaría Técnica decidió dar inicio al procedimiento 

administrativo sancionador imputando a Mifarma las siguientes 

presuntas infracciones:  

 

(i) No habría informado previamente sobre la existencia de otras 
variantes de los medicamentos genéricos adquiridos, lo cual 
contravendría el artículo 108, en relación con los artículos 1.1 literal b) y 
2 del Código (en adelante, “la primera imputación”).  
 
(ii) Habría brindado información incorrecta, al indicar que no contaba 
con el medicamento genérico Naproxeno de 550mg, pese a tener dicho 
producto en almacén, lo cual contravendría el artículo 108, en relación 
con los artículos 1.1 literal b) y 2 del Código (en adelante, “la segunda 
imputación”).  
 
(iii) No habría informado los precios de los medicamentos 
solicitados antes de su adquisición, lo cual contravendría el artículo 108, 
en relación con los artículos 1.1 literal b) y 2 del Código (en adelante, “la 
tercera imputación”). 
 
(iv) No habría permitido la venta de medicamentos genéricos por 
unidad, lo cual contravendría el artículo 108, en relación con los artículos 
1.1 literal c) del Código (en adelante, “la cuarta imputación”). 
 
(v) No habría ofertado el medicamento genérico de menor precio, 
lo cual contravendría el artículo 108, en relación con el artículo 1.1 literal 
c) del Código (en adelante, “la quinta imputación”). 
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(vi) No habría puesto a disposición de los consumidores la lista de 
precios de los productos farmacéuticos que comercializa, lo cual 
contravendría el artículo 108, en relación con el artículo 5.2 del Código 
(en adelante, “la sexta imputación”). 

 
1.1.7. Ante ello, el 26 de agosto de 2020, Mifarma presenta sus descargos 

rechazando las imputaciones formuladas por la Secretaría Técnica, en 

tanto alude que no ha incurrido en ninguna responsabilidad 

administrativa por las siguientes razones:  

 

 La primera imputación no existe como infracción al Código y 
es irrazonable ya que: i) no se deduce como obligación de los 
artículos que sirven de sustento; ii) resulta contraria al artículo 
2.4 del Código referido a no brindar información excesiva al 
existir hasta 26 variantes de un medicamento genérico; iii) si 
ninguna norma la obligaba a ofrecer genéricos al consumidor, 
menos lo estaría a informar sobre todas sus variantes y iv) el 
artículo 5 (puesta a disposición de lista de precios) es el tipo 
infractor del derecho a la información de los consumidores a 
conocer los productos que ofrece el proveedor, carece de 
sentido que exista otra supuesta obligación de brindar 
información sobre todas las variantes de un medicamento 
genérico. 
 

 La segunda imputación es un caso único y aislado por error 
del personal que atendía, pero no constituye un incumplimiento 
de una norma, ya que: i) no se deduce como obligación de los 
artículos que sirven de sustento y ii) Mifarma no estaba 
obligada a vender genéricos por lo que no puede ser 
responsable por no informar sobre los productos que tiene en 
almacén. 

 
 La tercera imputación no existe como infracción al Código el 

deber de informar sobre los precios sin que esto sea 
consultado; la consumidora incógnita ya tenía adoptada su 
decisión de consumo siendo que en un solo requerimiento pidió 
todos los medicamentos sin preguntar por el precio de cada 
uno y no resulta razonable por subsumirse dentro de la 
obligación del artículo 5 (puesta a disposición de lista de 
precios). 

 

 La cuarta imputación no existe como infracción al Código ni 
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ninguna otra norma, tampoco se deduce como obligación de 
los artículos que sirven de sustento, asimismo, tiene plena 
libertad para decidir el modo de dispensación de sus productos.  

 
 La quinta imputación guarda similitud con la primera 

imputación en tanto que se superponen una con la otra 
vulnerando el principio de Non Bis in Idem, además no existe 
como infracción en los artículos que sirven de sustento y no 
resulta razonable por subsumirse dentro de la obligación del 
artículo 5 (puesta a disposición de lista de precios). 

 

 La sexta imputación ha sido subsanada voluntariamente por 
Mifarma antes de la resolución de imputación de cargos, por lo 
que se debe eximir de responsabilidad.  

 
 La notificación de cargo de la Secretaría Técnica transgrede el 

principio de tipicidad pues, se han derechos genéricos y se los 
ha dotado unilateralmente de contenido para crear obligaciones 
inexistentes en el ordenamiento jurídico, debiendo archivarse la 
primera, segunda, tercera, cuarta y quinta imputación, 

 

 Mifarma actuó amparada bajo el principio de confianza legítima 
de que su conducta no era una infracción pasible de sanción, 
por no existir una norma con rango de ley que prohíba las 
conductas cuestionadas contenidas en la primera, segunda, 
tercera, cuarta y quinta imputación, por lo que deben ser 
archivadas. 

 
 La fiscalización llevada a cabo el 4 de julio de 2019 por la GSF 

es nula ya que la modalidad de consumidor incógnito no se 
encuentra prevista en la norma.   

 

1.1.8. Por resolución n.° 4 del 3 de diciembre de 2020: 

 

La Secretaría Técnica puso en conocimiento de Mifarma el Informe final 

de instrucción n.° 138-2020/CC3/ST (en adelante, “el primer Informe final 

de instrucción”) mediante el cual recomendó a la Comisión de Protección 

al Consumidor n.° 3 (en adelante “la Comisión”) sancionar a Mifarma por 

la primera, segunda, tercera, cuarta, quinta y sexta imputación. 

Asimismo, declaró sobre los descargos de Mifarma lo siguiente:  
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 No se ha vulnerado el principio de tipicidad con la primera, 
segunda, tercera, cuarta y quinta imputación, por las 
siguientes razones: 
 

i) Las imputaciones tienen como base el artículo 108 del 
Código, que califica como infracción cualquier 
contravención a las disposiciones del Código, y que los 
derechos de información y protección de intereses 
económicos del consumidor brindan parámetros claros 
que determinan su contravención.  
 

ii) La existencia de tipos infractores específicos no impide 
que se puedan imputar otras conductas distintas a las 
reguladas siempre que se correspondan a los artículos 
imputados ya que no constituyen una lista cerrada.  

 
 No se ha vulnerado el principio de confianza legítima ya que el 

proveedor debe conocer los derechos de los consumidores, 
más aun considerando la relación directa que tiene la actividad 
de Mifarma con la salud.  
 

 No se han vulnerado los derechos constitucionales a la libertad 
de empresa y comercio, porque estos deben ejercerse en 
armonía con los derechos de los consumidores regulados en el 
Código y en el marco de la economía social de mercado la 
protección se interpreta en el sentido más favorable al 
consumidor. 

 
 La fiscalización llevada a cabo por la GSF bajo la modalidad de 

consumidor incógnito no está prohibida por la norma siempre 
que se tenga por finalidad verificar el verdadero actuar de los 
proveedores. Sobre esto, se ratifica en la discrecionalidad 
reconocida por la Sala mediante resolución n.° 3672-219/SPC-
INDECOPI.  

 
 Sobre las conductas imputadas desarrolla las siguientes 

razones: 
 

 i) Precisa que la primera imputación es la de brindar todas 
las variantes disponibles en stock lo cual puede realizarse 
de una simple lectura y que no se la exigido que deban 
ser de medicamentos genéricos. 

 
 ii) La segunda imputación evidencia que habría brindado 



9 
 

información no veraz. 
 
iii) La tercera imputación no se subsume en el artículo 5 ya 

que este tipo infractor se aplica cuando el consumidor de 
manera general quiere hacer una consulta pero no 
cuando quiere realizar una compra específica. 

 
iv) La cuarta imputación se sustenta en que sin justificación 

alguna Mifarma vende medicamentos genéricos 
únicamente por caja o blíster, lo cual afecta los intereses 
de los consumidores por verse obligados a adquirir una 
cantidad mayor a la que necesitan. 

 
 v) La quinta imputación no contraviene el principio de Non 

Bis in Idem y se sustenta en que al vender medicamentos 
genéricos ofrecía el de mayor precio a los consumidores. 

 
vi) La sexta imputación recae sobre la totalidad de 

establecimientos de Mifarma y no únicamente sobre los 
establecimientos fiscalizados por lo que no operaría la 
causal de eximente. 

 
1.1.9. Luego, el 11 de diciembre de 2020, Mifarma presentó sus descargos al 

primer Informe final de instrucción, reiterando los argumentos 

expuestos en su escrito de descargos.  

 

1.1.10. El 17 de diciembre de 2020 se realizó la primera audiencia de informe 

oral en la que Mifarma replicó los descargos presentados. 

 

1.1.11. Seguidamente, por resolución n.° 8 del 12 de enero de 2021 (en 

adelante, “la resolución de ampliación de cargos”) la Secretaría Técnica 

dispone ampliar los cargos contra Mifarma imputando que la conducta 

referida a no permitir la venta de medicamentos genéricos por unidad 

calificaría como una infracción al artículo 57 del Código (en adelante, 

“la séptima imputación”).  

 

1.1.12. El 28 de enero de 2021, Mifarma presentó sus descargos a la 

resolución de ampliación de cargos alegando que: i) la ampliación de 

cargos vulnera el debido procedimiento puesto que la fase instructora 
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ya culminó; ii) no se han configurado los elementos del artículo 57 del 

Código y iii) reitera que no estaba obligada por ninguna norma a vender 

genéricos por unidad.  

 

1.1.13. Mediante resolución n.° 10 del 25 de febrero de 2021, la Secretaría 

Técnica puso en conocimiento de Mifarma el Informe final de 

instrucción n.° 17-2021/CC3/ST (en adelante, “el segundo Informe final 

de instrucción”) mediante el cual recomendó a la Comisión sancionar a 

Mifarma por la séptima imputación. Asimismo, declaró sobre los 

descargos de Mifarma a la resolución de ampliación de cargos, lo 

siguiente: i) el primer Informe final de instrucción no concluyó la etapa 

instructora, ya que la Comisión puede disponer actuaciones 

complementarias, ii) la resolución de ampliación de cargos se sustenta 

en el principio de impulso de oficio y iii) Sí se ha configurado la práctica 

abusiva.  

 

1.1.14. El 4 de marzo de 2021, Mifarma presentó sus descargos al segundo 

Informe final de instrucción, reiterando los argumentos expuestos en su 

escrito de descargos a la resolución de ampliación de cargos.  

 

1.1.15. El 11 de marzo de 2021, se realizó la segunda audiencia de forma oral, 

mediante la que Mifarma reiteró sus descargos.  

 

1.1.16. Con posterioridad, mediante resolución n.° 49-2021/CC3 (en adelante, 

la resolución de la Comisión) del 6 de abril de 2021 la Comisión emitió 

el siguiente pronunciamiento:  

 
(i) Cuestiones previas: a) No se ha configurado vulneración a la 

libertad de empresa y comercio de Mifarma ya que la 
intervención de Indecopi es necesaria al ser la entidad 
encargada de proteger los derechos e intereses de los 
consumidores y que no tenga la prohibición expresa de una 
conducta particular no significa que pueda realizar su actividad 
económica sin restricción alguna; b) La fiscalización efectuada 
por la GSF bajo la modalidad de consumidor incógnito no es 
nula pues está habilitada a realizar inspecciones con o sin 
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previa notificación, teniendo Indecopi plena libertad para 
determinar el modo en que será ejercida; c) La imputación 
séptima califica como una condición excesivamente onerosa, 
por lo que corresponde analizarla únicamente como una 
infracción al artículo 57 del Código, desestimando la cuarta 
imputación; d) La resolución de ampliación de cargos no es 
nula ya que se sustenta en el principio de impulso de oficio 
como un acto complementario, no se encuentra sujeta a plazo 
y puede emitirse hasta que no exista un pronunciamiento final;  
considerando además que el primer Informe final de instrucción 
no concluyó la etapa instructiva. 
 

(ii) Archivó el procedimiento administrativo sancionador contra 
Mifarma por la primera, tercera y quinta imputación al 
considerar que formaban parte de la obligación de contar con 
una lista de precios a disposición del consumidor.  
 

(iii) Halló responsable a Mifarma por la segunda imputación en 
base a las siguientes razones: a) el tipo infractor de la conducta 
no es solo por derechos genéricos sino por el artículo 108 del 
Código, del cual no se puede exigir el máximo detallismo y se 
puedan incluir varias conductas; b) el Código no contiene una  
lista cerrada de infracciones; y c) el medicamento se 
encontraba en su lista de precios; sancionándola con una 
amonestación. 
 

(iv) Halló responsable a Mifarma por la sexta imputación en base 
a las siguientes razones: a) La lista de precios insertada en los 
monitores de su personal no cumple con el requisito de la 
norma referido a que sea de fácil acceso; b) A su criterio, la 
causal de eximente de responsabilidad por subsanación 
voluntaria debe implicar también, la reversión de los efectos 
negativos que la conducta tuvo sobre los consumidores y por 
ello, en el presente caso, no podrá ser posible eximir de 
responsabilidad a Mifarma; sancionándola con una multa de 
63.5 UIT.  
 

(v) Halló responsable a Mifarma por la séptima imputación en 
base a las siguientes razones1: a) La situación de desventaja 

                                                
1  La Comisión hizo suyo el razonamiento desarrollado por la Sala Especializada en 

Protección al consumidor mediante resolución n.° 2418-2020/SPC-INDECOPI en la que se 
determinó responsabilidad administrativa de la empresa Eckerd Amazonía S.A.C. (empresa 
también perteneciente al grupo In Retail Pharma y fiscalizada en la misma fecha que 
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de los consumidores en la relación de consumo con 
proveedores farmacéuticos es clara; b) tipo de producto que 
comercializa Mifarma (medicamentos) está relacionado con el 
derecho a la salud por lo que acentúa la situación de 
desventaja del consumidor; c) el aprovechamiento de Mifarma 
se verifica en la imposición a los consumidores de adquirir 
medicamentos genéricos por blíster o caja y no permitir su 
venta por unidad; sancionándola con una multa de 40.9 UIT.  
 

1.1.17. El 27 de abril de 2021, Mifarma apeló la resolución de la Comisión 

sustentándose en los siguientes argumentos de derecho:  

 

La resolución carecía de requisitos de validez pues no se encontraba 
debidamente motivada, en tanto no se analizó si Mifarma actuó con dolo 
o culpa, lo cual contravendría el principio de culpabilidad administrativa.  
 
La segunda imputación debía ser archivada en tanto actuó en 
aplicación de sus derechos de libertad de empresa y comercio sobre un 
producto que no se encuentra obligado a vender; además no se 
evidencia una afectación de intereses difusos y/o colectivos por lo que 
no se puede determinar su responsabilidad administrativa dentro del 
procedimiento administrativo sancionador y debió tenerse en cuenta su 
intencionalidad. 
 
La sexta imputación debía ser archivada pues subsanó debidamente la 
conducta imputada, siendo que los argumentos de la Comisión en ese 
extremo carecen de sustento legal. 
 
La séptima imputación debía ser archivada debido a que no existe una 
norma que la obligue a ello; se han vulnerado los principios de legalidad 
y tipicidad de la potestad sancionadora; el artículo 57 del Código no 
brinda parámetros objetivos por lo que no puede determinarse que la 
conducta infractora se encontraba determinada dentro del mismo, 
resultando necesario hacer la remisión al paralelo civil (lesión).  

 
1.1.18. Finalmente, mediante resolución n.° 1950-2021/SPC-INDECOPI del 6 

de setiembre de 2021, la Sala Especializada en Protección del 

Consumidor (en adelante, “la Sala”) emitió el siguiente 

                                                                                                                                          
Mifarma S.A.C.) por infracción al artículo 57 del Código. Siendo esta la primera vez que la 
Sala declara que la conducta de un proveedor farmacéutico de no permitir la venta de 
medicamentos genéricos por unidad constituye una práctica abusiva.   
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pronunciamiento:  

 

(i) Cuestiones previas: a) Se desestimó el pedido de nulidad de 
Mifarma por supuesto defecto de motivación en la Resolución 
de la Comisión, decidiéndose que alegar un principio de 
culpabilidad no resultaba un argumento pertinente para 
sustentar una nulidad; b)  No se han vulnerado los principios de 
tipicidad y legalidad con la séptima imputación ya el artículo 
57 del Código otorga información suficiente a la administrada 
sobre la conducta controvertida, más aún si mediante la 
defensa de Mifarma se ha evidenciado que no se encuentra en 
la imposibilidad de realizar la conducta sino que obedece a su 
propia decisión.   
 

(ii) Revocar la resolución de la Comisión en el extremo de la sexta 
imputación y, en consecuencia, eximir de responsabilidad a 
dicha administrada toda vez que quedó acreditado que 
subsanó la conducta infractora antes de la notificación de 
imputación de cargos; dejándose sin efecto la sanción 
impuesta.   
 

(iii) Confirmar la resolución de la Comisión en el extremo de la 
segunda imputación al haber quedado acreditado que brindó 
información no veraz respecto del producto y en el extremo que 
la sancionó con una amonestación. 
 

(iv) Confirmar la resolución de la Comisión en el extremo de la 
séptima imputación al haber quedado acreditado que la 
administrada incurrió en una práctica abusiva al no permitir la 
venta de medicamentos genéricos por unidad, lo cual afectaría 
los intereses económicos de los consumidores; revocando la 
sanción impuesta por la Comisión y sancionándola con una 
amonestación. 
 

(v) Ordenar a Mifarma como medidas correctivas complementarias 
que: a) cumpla con adecuar las estrategias comerciales para 
facilitar la venta de medicamentos genéricos por unidad en sus 
establecimientos; b) brinde una capacitación sobre prevención 
de prácticas abusivas; y c) coloque de forma permanente un 
cartel en sus establecimientos que exprese que Mifarma está 
obligada a la venta de medicamentos genéricos por unidad.  
 

(vi) Confirmar la resolución de la Comisión en el extremo que 
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dispuso la inscripción de Mifarma en el Registro de Infracciones 
y Sanciones por las conductas verificadas en la resolución. 

 

 

 

 

 

 

 

 

2. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE  

 

2.1. ¿LA FISCALIZACIÓN REALIZADA A MIFARMA BAJO LA MODALIDAD 

DE CONSUMIDOR INCÓGNITO ES VÁLIDA EN LOS TÉRMINOS DE LA 

LPAG? 

 

2.1.1. La fiscalización realizada por la GSF el 4 de julio de 2019 en los 

establecimientos de Mifarma se realizó bajo la modalidad de 

consumidor incógnito. Sobre esto, Mifarma refirió a lo largo del 

procedimiento que las inspecciones realizadas serían nulas pues la 

modalidad de consumidor incógnito no se encuentra permitida por el 

Texto Único Ordenado de la Ley n.° 27444, Ley del Procedimiento 

Administrativo General, aprobado por Decreto Supremo n.° 004-

2019-JUS (en adelante, “LPAG” o “el TUO de la LPAG”) y además 

se vulneraron sus derechos como administrada fiscalizada pues no 

pudo realizar grabaciones en audio o video de la diligencia, solicitar 

al supervisor su identificación al inicio de la diligencia o contar con 

asesoría profesional en las diligencias conforme dispone el artículo 

242 de la LPAG. Es más, el numeral 4 del inciso 2 del artículo 240 

de la LPAG dispone que la entidad fiscalizadora puede tomar 

fotografías o grabaciones de audio con conocimiento previo del 

administrado, nada de lo cual se respetó en la referida fiscalización.  
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2.1.2. Sobre ello, la Comisión declara que los artículos 239 y 240 de la 

LPAG habilitan a la administración a realizar inspecciones, con o sin 

previa notificación y que tiene “libertad para determinar la forma en 

que realizará ello”2, debiendo tenerse en cuenta que la intervención 

como consumidor incógnito en los establecimientos de Mifarma solo 

fue durante la compra. 

 

2.1.3. Asimismo, la Comisión se ratifica en lo dispuesto por la Sala en otro 

caso mediante resolución n.° 3672-2019/SPC-INDECOPI que 

determina la discrecionalidad al momento de realizar inspecciones 

de supervisión pues la modalidad de consumidor incógnito es la 

única forma que tiene la administración para acceder al escenario 

regular y real en la que opera el proveedor fiscalizado.  

 

2.1.4. Por su parte, la Sala no se manifestó respecto de este aspecto pese 

a que Mifarma reiteró en su apelación su pedido de nulidad de las 

inspecciones realizadas. 

 

2.1.5. Por lo que corresponde desarrollar la siguiente interrogante: ¿la 

fiscalización sin previa notificación debe entenderse como la facultad 

de la administración para realizar fiscalizaciones bajo la modalidad 

de consumidor incógnito?  La Comisión responde de manera 

afirmativa. 

 

2.1.6. A todas luces el cuestionamiento respecto a si la fiscalización bajo la 

modalidad de consumidor incógnito es válida de acuerdo con el TUO 

de LPAG es necesario ya que la Comisión no ha demostrado cuál es 

la norma expresa que la habilita a fiscalizar de ese modo, 

limitándose únicamente a invocar los artículos 239 y 240 de la 

LPAG; sin embargo, ninguno de ellos regula la modalidad de 

consumidor incógnito.  

 

                                                
2 Extraído del fundamento 39 de la resolución de la Comisión.  
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2.1.7. Más aún si, los derechos de los administrados fiscalizados, como 

Mifarma, se verían vulnerados pues ese tipo de modalidad de 

fiscalización no les permitiría realizar las distintas acciones que les 

permite la norma durante la fiscalización, es decir, desde inicio a fin.  

 

2.1.8. Finalmente, en la resolución n.° 3672-2019/SPC-INDECOPI 

invocada por la Comisión, no se advierte la fundamentación legal de 

la Sala que supuestamente habilite la facultad de Indecopi para 

realizar fiscalizaciones bajo la modalidad de consumidor incógnito, 

sino, todo lo contrario, la Sala abiertamente determina que Indecopi 

cuenta con discrecionalidad para ello. Véase:  

              
             Ilustración 1: fundamento 11 de la resolución  

n.°3672-2019/SPC-INDECOPI 

 

2.2. ¿LAS RESOLUCIONES DE LA COMISIÓN Y SALA VULNERARON EL 

PRINCIPIO DE LEGALIDAD?  

 

2.2.1. La Comisión efectúa el análisis sobre la legalidad de las 

imputaciones realizadas a Mifarma, declarando lo siguiente:  

 

“(…) cuando un proveedor, en principio, no tenga la prohibición 

expresa de una conducta particular, ello no implica de modo alguno 

que, bajo el amparo de este supuesto, dicho sujeto pueda desarrollar 

sin restricción alguna el ejercicio de su actividad.” 3 [Resaltado 

agregado] 

 

2.2.2. Seguidamente, la Comisión también dispuso:  

                                                
3   Fundamento 28 de la resolución de la Comisión.  
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“(…) ante la ausencia de una norma particular, el ordenamiento en 

materia de protección al consumidor concibe deberes y reglas 

generales que buscan amparar los intereses de los consumidores. Por 

tanto, siempre que resulte viable, la autoridad podrá evaluar la 

posibilidad de aplicar este tipo de condiciones a la conducta de los 

agentes económicos, quienes deberán, además, tener la justificación 

suficiente para afirmar que determinada acción se encuentra sujeta 

a Derecho.” 4 [Resaltado agregado]   

 

2.2.3. Sobre ello, Mifarma sostiene que las imputaciones realizadas (habría 

brindado información no veraz sobre el producto Naproxeno de 550 

mg, al indicar que no tenía el medicamento pese a tenerlo en su 

almacén y no habría permitido la venta de medicamentos genéricos 

por unidad) no calzan con los supuestos pre-tipos infractores 

(derechos de información y protección de intereses económicos) por 

lo que es clara la vulneración al principio de legalidad.  

 

2.2.4. Por su parte la Sala, hace suyo los argumentos desarrollados por la 

Comisión en esos extremos. Adviértase:  

 

              
Ilustración 2: fundamento 63 de la Sala 

 

 

            

 

 

                                                
4  Fundamento 29 de la resolución de la comisión.  
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Ilustración 3: fundamentos 64 y 65 de la Sala 

 

2.3. ¿LAS RESOLUCIONES DE LA COMISIÓN Y SALA VULNERARON 

EL PRINCIPIO DE TIPICIDAD?  

 

2.3.1.     La Comisión emitió los siguientes pronunciamientos:  

 

“en el derecho administrativo sancionador el principio de tipicidad tiene 

características especiales, teniendo en cuenta que la descripción 

rigurosa y perfecta de la infracción es (…) imposible, en virtud de ello 

resulta admisible que en el tipo infractor imputado en el presente 

caso se puedan incluir una variedad de conductas, siempre que estas 

respondan a parámetros establecidos en la propia norma (…)”5 [Énfasis 

agregado]  

 

2.3.2.     Así también, refiere:  

 

“(…) de existir una conducta que podría calificar como presunta 

infracción (…) podría imputarse por ambos artículos o ver en cuál de 

ellos encaja mejor la conducta ilegal, (…) lo importante será que las 

conductas imputadas se correspondan con los artículos imputados y 

las obligaciones allí recogidas”6. [Énfasis agregado] 

 

2.3.3.     Mifarma alegó, entre otros, que el principio de tipicidad como base 

del derecho administrativo sancionador permite mantener la vigencia 

del orden constitucional y legal, en razón de lo siguiente: i) Las 

tipificaciones no pueden contener expresiones abiertas sin contenido 

específico y sin el grado necesario de especificidad; ii) se exige que 
                                                
5 Fundamento 102 de la resolución de la Comisión.  
6  Fundamento 103 de la resolución de la Comisión. 
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exista una coincidencia entre la conducta descrita por la norma 

tipificadora y el hecho sujeto a calificación y iii) los dispositivos 

legales usados como tipos infractores no lo son en realidad ya que 

solo enuncian derechos. 

 

2.3.4.     Por su parte, la Sala, se pronuncia expresando lo siguiente:  

 
“(…) el principio de tipicidad no puede exigir que las conductas 

infractoras sean absolutamente precisas; (…) un cierto margen de 

indeterminación es admisible”7; “(…) existen disposiciones legales que 

(…) para los administrados, (…) pueda ser identificada con una 

redacción, a simple vista, genérica. Pese a esta característica se prioriza 

el entendimiento de la norma, siempre que para su ejecución no sea 

necesario efectuar una interpretación alambicada y/o análoga (…)”8. 

 

2.3.5.     Es así que la Sala propone: 

 

(…) un punto de equilibrio puede recaer en evaluar  de forma 

particular la cuestión controvertida (…) si estamos frente al análisis 

de responsabilidad administrativa de una conducta que embarga y 

justifica una regulación específica, mediante una norma de carácter 

amplio no podría pretenderse sancionar a un administrado, puesto 

que será necesario que una norma oriente su conducta, esto es, que 

exista un nivel de certidumbre suficiente sobre el cumplimiento de una 

obligación (…)”. 

 

2.3.6.     La LPAG expresa sobre el principio de tipicidad que solo constituyen 

conductas sancionables administrativamente las infracciones 

calificadas como tal en normas con rango de ley, en el presente 

procedimiento las conductas imputadas tendrían que cumplir con 

ese requisito. 

 

                                                
7  Fundamento 28 de la resolución de la Sala.  
8   Fundamento 29 de la resolución de la Sala.  
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2.4. ¿LAS RESOLUCIONES DE LA COMISIÓN Y SALA VULNERARON EL 

PRINCIPIO DEL DEBIDO PROCEDIMIENTO?  

 

2.4.1. La Comisión ratificó la resolución de ampliación de cargos realizada 

por la Secretaría Técnica mediante la cual se imputó a Mifarma 

cometer prácticas abusivas por no permitir la venta de 

medicamentos genéricos por unidad.  

 

2.4.2. Mifarma manifestó que la resolución de ampliación de cargos 

realizada sería nula toda vez que con el primer informe final de 

instrucción ya se había concluido la fase instructora del 

procedimiento. 

 

2.4.3. Sobre ello la Comisión manifestó que dicha ampliación constituía 

una actuación complementaria y que no se encontraría sujeta a 

plazo por lo que no se ha contravenido el principio del procedimiento 

ya que las fases instructora y sancionadora se han separado 

debidamente durante el procedimiento.  

 

2.4.4. Por su parte la Sala no se manifestó respecto de la resolución de la 

ampliación de cargos, tampoco la tomó en consideración en su 

resumen de los antecedentes del caso, pese a que Mifarma había 

reiterado su solicitud de nulidad en su recurso de apelación. Sin 

embargo, si llevó a cabo la imputación realizada en la ampliación de 

cargos por supuesta infracción del artículo 57 del Código. 

 

2.4.5. Lo anterior evidencia el actuar contradictorio de la Sala ya que, 

primero, no consideró la resolución de ampliación de cargos como 

un hecho dentro del procedimiento, y, luego, procede a analizar el 

artículo 57 del Código sin expresar su origen, pese a que mediaba 

un pedido de nulidad sobre esta imputación por parte de Mifarma. 

 

2.4.6. Al respecto, el numeral 5 del artículo 255 de la LPAG referido al 

procedimiento sancionador, establece que luego de la recolección de 
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pruebas la Secretaría Técnica emite un Informe final.  

 

2.4.7. La norma no hace referencia a la posibilidad de que la Secretaría 

Técnica pueda realizar una ampliación de cargos respecto de lo que 

ya haya formulado en su informe, ni faculta la posibilidad de emitir 

más de uno.  

 

 

 

 

 

 

 

 

3. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

IDENTIFICADOS  

 

3.1. ¿LA FISCALIZACIÓN REALIZADA A MIFARMA BAJO LA MODALIDAD 

DE CONSUMIDOR INCÓGNITO FUE VÁLIDA? 

 

3.1.1. El numeral 1 del artículo 239 de la LPAG define qué se entiende por 

la actividad de fiscalización:  

 

“Artículo 239.- Definición de la actividad de 
fiscalización 
239.1 La actividad de fiscalización constituye el conjunto 
de actos y diligencias de investigación, supervisión, 
control o inspección sobre el cumplimiento de las 
obligaciones, prohibiciones y otras limitaciones exigibles a 
los administrados (…) 
 
Solamente por Ley o Decreto Legislativo puede 
atribuirse la actividad de fiscalización a las entidades 
(…)” [Resaltado agregado]. 

  

3.1.2. Según García Marcos: 
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Cuando la administración procede a desplegar esta actividad sobre la 

esfera privada de los particulares lo ha de hacer necesariamente al 

amparo de un poder previsto y definido en la norma jurídica que le dice 

cómo, dónde y en qué condiciones debe ser ejercitado, encontrando 

esta afirmación, la causa o razón por la cual se atribuye a la actividad 

inspectora la naturaleza de potestad administrativa9. 

 

3.1.3. Ahora, si nos remitimos al numeral 3 del inciso 2 del artículo 240 de 

la LPAG encontraremos que la referida norma habilita a la 

administración a realizar inspecciones con o sin previa notificación 

en los locales de las personas naturales y/o jurídicas objeto de 

fiscalización.  

 

3.1.4. En el procedimiento, la Comisión alegó que sí tendría facultades 

para llevar a cabo una fiscalización bajo la modalidad de consumidor 

incógnito sustentando ello en que sería una forma de fiscalización 

sin notificación. Sin embargo, dicho criterio es errado ya que por 

fiscalización sin previo aviso se entiende, del sentido literal de la 

norma, que es una fiscalización en la que no se notifica al 

administrado de que será fiscalizado, y nada más allá o contrario a 

ello.   

 

3.1.5. Contrario a lo que alega la Comisión, la norma precitada no 

reconoce en ningún extremo tampoco que la administración “tiene 

libertad para determinar la forma en que realizará las inspecciones” 

pues solo se establece como facultad de la Administración, en 

cuanto a formas de fiscalizar, la de poder realizar inspecciones con o 

sin previa notificación.  

 

3.1.6. Así es evidente que la potestad de fiscalización debe respetar el 

principio de legalidad dispuesto en el artículo IV del Título Preliminar 

                                                
9  García Marcos, J. (Ed.). (13 de diciembre de 2005). Algunas consideraciones sobre la 

inspección ambiental (Vol. 12). Medio Ambiente & Derecho. Disponible en: https://libros-
revistasderecho. vlex.es/vid/consideraciones-inspeccion-ambiental-285909.  
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de la LPAG, a efectos de ser válida, lo cual se traduce en que, para 

fiscalizar, la autoridad administrativa debe tener potestad para ello 

mediante ley o decreto legislativo de conformidad con el artículo 239 

de la LPAG, la cual determinará el cómo, dónde y en qué 

condiciones se llevará a cabo su actividad fiscalizadora. Adviértase 

el errado razonamiento de la Secretaría Técnica, ratificado por la 

Comisión:  

          
 

 

 

 

 

Ilustración 3: fundamentos 64 y 65 de la Sala 

 

3.1.7. De lo cual se evidencia que no existe una norma que habilite a 

Indecopi a realizar fiscalizaciones bajo la modalidad de consumidor 

incógnito, en tanto la LPAG no faculta a la administración a realizar 

ello y, concretamente, tampoco se verifica dicha facultad en el 

Código, ni en el Decreto Legislativo 807, Ley sobre Facultades, 

Normas y Organización del Indecopi (en adelante, “el DL 807”) ni 

tampoco en el Decreto Legislativo 1033, Ley de Organización y 

Funciones del Indecopi (en adelante, “el DL 1033). 

 

3.1.8. Lo que resulta sorprendente, en el presente caso concreto, es que la 

Sala no se pronunció sobre ello, omitiendo por completo esta 

cuestión contenida en la apelación de Mifarma. 

 

3.1.9. Por tanto, se concluye que la fiscalización bajo la modalidad de 

consumidor incógnito no resulta válida en los términos previstos en 

el TUO de la LPAG.  

 

3.2. ¿LAS RESOLUCIONES DE LA COMISIÓN Y SALA VULNERARON EL 
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PRINCIPIO DE LEGALIDAD?  

 

3.2.1. Al respecto, el principio de legalidad: 

 

Se encuentra previsto en la Constitución Política del Perú (en adelante, 

“Constitución”) como derecho fundamental de la persona, la misma que 

dispone que nadie puede ser procesado ni condenado por acto u 

omisión que al tiempo de cometerse no esté previamente calificado 

en la ley, de manera expresa e inequívoca, como infracción punible; ni 

sancionado con pena no prevista en la ley10. [Énfasis agregado] 

 

 

 

 

3.2.2. Por su parte, el numeral 1 del artículo 248 del TUO de la LPAG 

regula: 

 

El principio de legalidad de la potestad sancionadora, estableciendo que 

solo por norma con rango de ley cabe atribuir a las entidades 

administrativas la potestad sancionadora y la consiguiente previsión de 

las consecuencias que a título de sanción son posibles de aplicar a un 

administrado. 

  

3.2.3. En el presente procedimiento administrativo bajo análisis, tanto la 

Comisión y Sala establecieron que los proveedores no podrán 

hacer lo que la norma no prohíbe y tendrán que hacer lo que la 

norma no obliga, siempre que, de acuerdo con su criterio, dichas 

conductas vulneren los derechos generales de los consumidores. 

Por lo que las infracciones se encontrarían correctamente 

imputadas.  

 

3.2.4. Así, establecen que ello podrá realizarse incluso si no existe una 

                                                
10  Constitución Política del Perú [Const.]. Art. 2, inc.24, lit.d). 29 de diciembre de 1993 (Perú). 
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norma particular que obligue a los administrados a su cumplimiento. 

En ese sentido, bastarían nada más dos elementos para poder 

sancionar a un proveedor: i) criterio de la autoridad e ii) invocación 

de derechos de los consumidores; los cuales no son criterios legales 

y tampoco son suficientes para imponer una sanción ya que esto 

solo será posible si existe una norma que así la establezca. Una 

norma, no el criterio de la autoridad.  

 

3.2.5. Lo que es más alarmante, se exige a Mifarma que deberá tener la 

“justificación suficiente”, así como demostrar ante la autoridad que 

su actuación se encuentra conforme a derecho para evitar ser 

sancionada. Dicha exigencia carece de razonabilidad y lógica, pues 

en el marco de este procedimiento administrativo sancionador es la 

autoridad la que debe demostrar que la administrada ha cometido 

una infracción.  

 

3.2.6. Por otro lado, se advierte tanto que la Comisión como la Sala 

atentaron contra la libertad negativa que ampara a los 

administrados, referida a que nadie está obligado a hacer lo que la 

ley no manda ni impedido de hacer lo que esta no prohíbe al 

declarar expresamente que el hecho que no exista una prohibición 

sobre alguna conducta en particular no significa que los 

administrados podrán actuar con libertad, es decir, anulan la libertad 

de Mifarma para hacer aquello que la ley no le prohíbe. En concreto: 

poder vender medicamentos genéricos por unidad y no tener que 

informar sobre medicamentos genéricos que se encuentran en su 

almacén.  

 

3.2.7. En relación con lo anterior, la Comisión y la Sala también consideran 

que la autoridad administrativa tiene libertad negativa, la cual la 

habilitaría a condicionar las libertades de empresa y comercio de 

Mifarma no en base a normas sino a su criterio, sin embargo, eso es 

errado ya que la administración pública solo puede hacer aquello 

que la ley le faculte, aspecto del principio de legalidad que también 
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ha sido contravenido.  

 

3.2.8. En otras palabras, bajo la lógica de la Comisión y la Sala, los 

administrados no pueden hacer aquello que la ley no les prohíba y la 

administración puede hacer aquello que la ley no le faculte.  

 

3.2.9. Evidenciado el peligroso criterio desarrollado por la Comisión y la 

Sala, se concluye que se vulneró el principio de legalidad en el 

presente procedimiento al imponer infracciones a Mifarma que no se 

encontraban previstas. 

 

3.3. ¿LAS RESOLUCIONES DE LA COMISIÓN Y SALA VULNERARON EL 

PRINCIPIO DE TIPICIDAD? 

 

3.3.1. En el procedimiento concreto, tanto la Comisión como la Sala, se 

amparan en el artículo 108 del Código que dispone que constituye 

infracción la conducta del proveedor que trasgrede las disposiciones 

del presente Código, tanto si -esa conducta- implica violar un 

derecho o incumplir las obligaciones del proveedor para sancionar a 

Mifarma. 

 

3.3.2. Al respecto, en aplicación del principio de tipicidad de la LPAG, es 

evidente que el Código referirá a su vez cuáles son esas conductas 

que constituirán como infracciones, sea que violen los derechos 

reconocidos o incumplan obligaciones. A modo de ejemplificación, el 

literal b) del artículo 1 del Código reconoce el derecho de los 

consumidores a acceder a información oportuna, suficiente, veraz, y 

fácilmente accesible11, pero de este no se verifica conducta alguna 

pasible de sanción ya que es meramente una enunciación de un 

derecho. Será entonces a través de otras normas del código que se 

imputará la debida responsabilidad a los proveedores en caso de su 

                                                
11 La protección de los derechos de los consumidores se enmarca como principio dentro de la 

política social y económica del Estado, reconocido por la Constitución Política del Perú en 
su artículo 65. 
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incumplimiento. 

 

3.3.3. Resulta contradictorio entonces que la Comisión exprese que es 

posible agregar una “variedad de conductas” al tipo infractor 

imputado, y que refiera que deberá “ver en qué artículos encaja 

mejor la conducta ilegal” en base a los “parámetros objetivos en la 

misma norma” pues, ¿si ya existen parámetros objetivos en la 

norma, por qué tendría que “ver en qué artículo encaja mejor la 

conducta”? Ello no hace sino evidenciar que, en el presente caso, al 

tenerse como tipos infractores artículos que solo reconocen 

derechos (véase los literales b) y c) del artículo 1 del Código) no 

existe realmente certeza respecto de su subsunción, y es justamente 

lo que ha tenido que hacer la Comisión, forzar la supuesta 

subsunción de las conductas imputadas a tipos infractores que 

serían inexistentes.  

 

3.3.4. Por todo ello, la Comisión y la Sala vulneraron el principio de 

tipicidad toda vez que formularon imputaciones contra Mifarma 

respecto de conductas que no calificaban como infracciones al 

Código de consumo pues en ningún extremo de la norma referida se 

establece que es obligatorio que los proveedores de productos 

farmacéuticos deban vender los medicamentos que se encuentren 

en su almacén o deban permitir la venta de medicamentos genéricos 

por unidad; lo que evidencia que la autoridad administrativa dotó de 

contenido los derechos a la información y protección de los intereses 

económicos de los consumidores.  

 

3.4. ¿LAS RESOLUCIONES DE LA COMISIÓN Y SALA VULNERARON EL 

PRINCIPIO DEL DEBIDO PROCEDIMIENTO? 

 

3.4.1.1. Tanto la Comisión como la Sala (esta última ratificó la ampliación de 

cargos)12han vulnerado el principio del debido procedimiento ya que 

                                                
12  La referida ratificación se realizó de manera tácita puesto que la Sala no incluyó como un 
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no se ha respetado la debida separación entre la fase instructora y 

sancionadora.   

 

3.4.1.2. La separación de las fases antes mencionadas de un procedimiento 

administrativo sancionador no implica solo que cada una de ellas 

esté a cargo de autoridades distintas sino también es una garantía 

de que cada una de las autoridades de la fase respete el inicio y fin 

que le corresponde. 

 

3.4.1.3. En concreto, el numeral 5 del artículo 255 de la LPAG establece que, 

en el procedimiento administrativo sancionador, la autoridad 

instructora formula un informe final de instrucción una vez concluida 

la recolección de pruebas, el mismo que será remitido al órgano 

sancionador. La norma no establece que la autoridad instructora 

pueda emitir un segundo informe, luego un tercer informe, etc.  

 

3.4.1.4. En efecto, teniendo en cuenta que las fases dentro de un 

procedimiento administrativo sancionador son las siguientes: (i) 

iniciación; (ii) notificación del cargo; (iii) instrucción del 

procedimiento; (iv) propuestas de sanción y (v) decisión 

administrativa 13 y siendo que las cuatro primeras fases están a 

cargo de la autoridad instructora y la última a cargo del órgano 

resolutor, con el informe final de instrucción concluye la fase de 

propuestas de sanción a cargo de la secretaría técnica. 

 

3.4.1.5. Finalmente, contrario a lo expresado dentro del procedimiento por la 

Comisión, la ampliación de cargos no se puede dar hasta antes “de 

la emisión de un pronunciamiento final que da fin a la presente 

                                                                                                                                          
hecho del procedimiento a la resolución de ampliación de la Secretaría Técnica, ni al 
segundo Informe final de instrucción que contenía la recomendación de sancionar a Mifarma 
por  infracción al artículo 57 (prácticas abusivas); sin embargo, sí desarrolló el análisis de 
dicha imputación a Mifarma por ese artículo. Cabe resaltar que Mifarma solicitó en su 
recurso de apelación la nulidad de la resolución de ampliación pero este extremo del 
recurso no fue atendido por la Sala. 

13  Exposición de motivos del Decreto Legislativo n.° 1272, p.54 



29 
 

controversia”14 (¿?) pues si fuera así, la fase instructora nunca 

acabaría o, en otras palabras, acabaría con la emisión de la decisión 

administrativa lo cual es contrario a lo dispuesto en la LPAG que 

establece su conclusión con el Informe final de instrucción.  

 

3.4.1.6. Así mismo, tampoco es cierto que el informe final de instrucción “es 

una actuación complementaria porque “complementa” el análisis ya 

realizado dándole una calificación jurídica distinta adicional” (¿?)15.” 

ya que la autoridad instructora no tiene facultades para ello16 y la 

actuación complementaria de ninguna manera puede tratarse de una 

calificación jurídica distinta. Morón Urbina (2019) bien refiere que, 

una vez activada la potestad sancionadora con la resolución de 

imputación de cargos, cualquier ampliación posterior, de 

administrados, de hechos o de calificación jurídica, debe ser 

materia de un nuevo procedimiento.  

 

4. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES 

EMITIDAS 

 

4.1. RESOLUCIÓN DE LA COMISIÓN 

 

4.1.1.  Como se ha señalado en el acápite 1.1.14, la Comisión resolvió 

sancionar a Mifarma por las siguientes infracciones: A) Brindó 

información incorrecta, al indicar que no contaba con el 

medicamento genérico Naproxeno de 550mg, pese a tener dicho 

producto en almacén, lo cual transgredió el artículo 108, en relación 

con los artículos 1.1 literal b) y 2 del Código; B) No puso a 

disposición de los consumidores la lista de precios de los productos 

farmacéuticos que comercializa, lo cual transgredió el artículo 108, 

en relación con el artículo 5.2 del Código; C) No permitió la venta de 
                                                
14  Fundamento 68 de la resolución de la Comisión. 
15   Fundamentos 70 y 71 de la resolución de la Comisión. 
16   El numeral 5 del artículo 255 de la LPAG claramente señala que es el órgano sancionador 

el que puede disponer la realización de actuaciones complementarias y no otorga dichas 
facultades a la autoridad instructora.  
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medicamentos genéricos por unidad lo cual califica como una 

infracción al artículo 57 del Código (prácticas abusivas).  

 

4.1.2. Sobre lo cual, NO ME ENCUENTRO DE ACUERDO EN NINGUNO 

DE SUS EXTREMOS, ya que la resolución de la comisión 

contraviene el contenido esencial de los principios de legalidad, 

tipicidad y debido procedimiento por las siguientes razones: (i) 

Dispuso que es posible condicionar la libertad de empresa y 

comercio de los proveedores sin la necesidad de la existencia de 

una norma particular sino bastaría con la aplicación de deberes y 

reglas generales que protegen los derechos del consumidor y el 

criterio de la autoridad; (ii) No consideró la causal de eximente de 

responsabilidad aludiendo a una condición respecto de la 

subsanación voluntaria inexistente en el TUO de la LPAG; (iii)Las 

conductas imputadas no se encuentran calificadas como infracción 

dentro del código, ni a un deber o derecho de los consumidores y (iv) 

determinó que el segundo informe final de instrucción (ampliación de 

cargos) fue una actuación complementaria a cargo de la autoridad 

instructora.  

 

4.2. RESOLUCIÓN DE LA SALA 

 

4.2.1. Igualmente, como se ha señalado en el acápite 1.1.16. la Sala 

resolvió sancionar a Mifarma por las siguientes infracciones: A) 

Brindó información incorrecta, al indicar que no contaba con el 

medicamento genérico Naproxeno de 550mg, pese a tener dicho 

producto en almacén, lo cual transgredió el artículo 108, en relación 

con los artículos 1.1 literal b) y 2 del Código; y B) No permitió la 

venta de medicamentos genéricos por unidad lo cual califica como 

una infracción al artículo 57 del Código (prácticas abusivas). 

 

4.2.2. A su vez, dispuso, entre otros, revocar la resolución de la Comisión 

en el extremo que sancionó a Mifarma por infracción al artículo 5.2 

del Código (disposición de lista de precios) toda vez que se 
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configuró la causal de eximente de responsabilidad por subsanación 

voluntaria.  

 

4.2.3. Sobre lo cual, NO ME ENCUENTRO DE ACUERDO EN LOS 

EXTREMOS DE LA IMPUTACIÓN ya que contraviene el contenido 

esencial de los principios de legalidad, tipicidad y debido 

procedimiento por las siguientes razones: (i) hizo suyos los 

argumentos de la Comisión sobre la legalidad de las imputaciones; 

(ii) confirmó imputaciones contra Mifarma de conductas que no 

calificaban como infracciones al Código de consumo; y (iii) ratificó la 

resolución de ampliación de cargos realizada por la Secretaría 

Técnica. 

 

4.2.4. Finalmente, SOLO ME ENCUENTRO DE ACUERDO EN EL 

EXTREMO DE LA REVOCACIÓN al determinar que sí se habría 

configurado la causal de eximente de responsabilidad por 

subsanación voluntaria de la infracción al artículo 5.2 del Código. 

 

5. CONCLUSIONES 

 

5.1. La fiscalización realizada por la Gerencia de Supervisión y Fiscalización 

bajo la modalidad de consumidor incógnito no es válida, ya que el TUO de 

la LPAG no ha otorgado facultades a la autoridad para que realice esa 

forma de fiscalización, la cual además anuló la posibilidad de que Mifarma 

como administrada fiscalizada ejerza todos sus derechos desde el inicio 

hasta el final de la fiscalización.  

 

5.2. Las resoluciones de la Comisión y Sala vulneraron el contenido esencial 

del principio de legalidad de la potestad sancionadora al determinar que 

pueden limitar los derechos a la libertad y comercio de Mifarma aun 

cuando Mifarma no haya incumplido ninguna norma.  

 

5.3. Las resoluciones de la Comisión y Sala vulneraron el contenido esencial 

del principio de tipicidad de la potestad sancionadora debido a que 
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realizaron imputaciones contra Mifarma de conductas que no calificaban 

como infracciones en el Código. 

 

5.4. Las resoluciones de la Comisión y Sala vulneraron el contenido esencial 

del principio del debido procedimiento de la potestad sancionadora puesto 

que permitieron que la Secretaría Técnica emita un segundo informe final 

de instrucción con una nueva imputación (prácticas abusivas) cuando la 

fase instructiva ya había culminado.   
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